PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

LA H. CAMARA DE DIPUTADOS

 DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

R E S U E L V E



Dirigirse al Poder Ejecutivo provincial para que, a través del Fideicomiso de Recuperación Crediticia (Ley: 12.726) que ha absorbido de acuerdo con las Normas del Banco Central de la República Argentina sobre Clasificación de Deudores- que se encontraren al 31 de marzo de 2001, clasificados en categorías 3, 4, 5 y 6 en líneas comerciales, de consumo, hipotecarios, pertenecientes al Banco de la Provincia de Buenos Aires, se sirva informar a este Cuerpo los siguientes interrogantes, relacionados con la aplicación de los artículos 65, 72, 73, 74 y 75 de la Carta Orgánica del Banco Provincia (Decreto-Ley  9.434/79)., a saber:

1.- Si se han aplicado los procedimientos enunciados en los artículos mencionados en el acápite de la Carta Orgánica del Banco de la Provincia de Buenos Aires, a los deudores morosos que se encuentran dentro del Fideicomiso de Recuperación Crediticia. De ser afirmativo, indique en que casos y circunstancias, señalando donde tramitan los expedientes y sus carátulas. 

2.- Si se han analizado los efectos jurídicos de la aplicación de dichos artículos de la Carta Orgánica, sírvase exponerlos brevemente.

3.- Si tiene conocimiento de la presentación de acciones judiciales o denuncias penales con relación a la aplicación de la normativa mencionada. En caso afirmativo, indique datos precisos sobre las presentaciones.

4.- Cualquier otra cuestión que, a juicio del informante, resulte de interés para el tema en tratamiento.-

F U N D A M E N T O S

 Frente a esta realidad acuciante por la que estaban pasando miles de familias, a partir de la crisis desatada a partir de fines del año 2001, este Poder Legislativo provincial,  dictó la Ley nº 13.302 y la 13.390 por intermedio de las cuales se suspendieron en todo el ámbito provincial, las ejecuciones hipotecarias de inmuebles que tengan por objeto la vivienda única y familiar del deudor, siempre y cuando el monto de su valuación fiscal al momento de la promulgación, no supere la suma de noventa mil pesos ($90.000), ahora en la  última prorroga el monto ha sido elevado a pesos doscientos mil ($200.000). Esta suspensión según algunas denuncias que hemos recibido de las organizaciones de defensa de los deudores hipotecarios no habría sido respetada por el Fideicomiso. 

La falta de resolución de la problemática, continúa poniendo a los deudores, entidades financieras públicas y privadas, y a los prestadores privados, en una situación de indefinición y conflictividad permanente. Si a esto se le agrega la  falta de respeto de la legislación vigente y de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia (SCJ), estaríamos aumentando la conflictividad. Es decir, que la intención de estas leyes votadas en la Legislatura, fue de descomprimir una situación de crisis, para que las partes intenten recuperar el dialogo y se logren acuerdos adecuados.

El cuestionamiento hecho por los deudores, sobre todo, los adheridos en ADEVIFA, se basa en la falta de apego a la ley de suspensión de ejecuciones y en la aplicación de los artículos 65, 72, 73, 74 y 75 de la Carta Orgánica del Banco Provincia (Decreto-Ley  9.434/79). Argumentando que la jurisprudencia de la SCJ, ha considerado que dicho procedimiento es inconstitucional, violatorio de los artículos 14 bis, 17, 18,  31 y  75 inc. 22 de la Constitución Nacional; 10, 11, 15, 20 inc.2, 31, 36 inc.1 y 7, y 57 de la Constitución de la Pcia. de Buenos Aires; XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 8, 10 y 17 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; y 8, 21 y 25 de la Convención Americana de los Derechos Humanos. Es decir que, frente a estos cuestionamientos realizados, que han llegado hasta nuestros despachos, y con la finalidad de clarificar la situación planteada realizamos esta serie de cuestionamientos.

             Por todo lo expuesto, solicito a mis pares acompañen la presente propuesta legislativa.            

